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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 26 de 
octubre de 2022, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyy1 y Dña. yyy2 y 
Dña. yyy3, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 528/2022 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 27 de septiembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1 y Dña. yyy2 y Dña. yyy3, por los daños y 
perjuicios ocasionados por el fallecimiento de D. yyy4, esposo y padre de las 
anteriores, debido a la inadecuada asistencia sanitaria prestada en el 
Hospital hhh1 de xxx1.  
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 29 de 
septiembre de 2022, se procedió a darle entrada en el registro específico de 
expedientes del Consejo con el número de referencia 528/2022, iniciándose 
el cómputo del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el 
artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 
2014 de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. 
Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Herrera 
Campo. 

 
Primero.- El 14 de noviembre de 2019 D. yyy4, de 78 años de edad 

en ese momento, acude al Hospital hhh1 de xxx1 para someterse a la 
evaluación preanestésica anterior a intervención quirúrgica para liberación 
del plexo lumbar mediante abordaje endoscópico percutáneo. El paciente 
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presenta antecedentes médicos de hipertensión arterial, dislipemia, diabetes 
mellitus, síndrome de apnea obstructiva del sueño con CPAP nocturna, 
esplenectomía y neumotórax secundarios a accidente de tráfico en el año 
2000. Asimismo, padece patología discal a nivel lumbar, con previa 
laminectomía y escisión de disco intervertebral por hernia discal L3-L4/L4-L5 
realizada en 2018. 

 
Tras la evaluación, se decide demorar la decisión anestésica, con el fin 

de completar el estudio cardiológico, por tratarse de un enfermo cardiópata, 
diabético e hipertenso. 

 
El 26 de diciembre de 2019, tras la realización de pruebas 

diagnósticas, en Consulta de Cardiología del Hospital hhh1 de xxx1 se le 
diagnostica miocardiopatía dilatada no isquémica con disfunción ventricular 
moderada y bloqueo completo de rama izquierda, indicándose “actualmente 
sin clínica de insuficiencia cardiaca” y que “no tiene contraindicación para la 
realización de intervención de columna lumbar”.  

 
El 30 de diciembre de 2019 se realiza nueva valoración anestésica, 

autorizándose la intervención de columna, e ingresando en lista de espera 
quirúrgica el 7 de enero de 2020. 

 
 El 6 de enero de 2021 el paciente ingresa en el Hospital hhh1 de 

xxx1, a cargo del Servicio de Cirugía Ortopédica y Traumatología, para 
someterse a la intervención de columna lumbar programada para el día 
siguiente. Para actualizar las anteriores, se realizan nuevas pruebas 
prequirúrgicas, de las que se obtuvieron cifras de hemoglobina de 13,4 g/dl y 
un hematocrito del 40,2%. 

 
El 7 de enero de 2021 se realiza intervención con resultado 

satisfactorio y el postoperatorio inmediato transcurre sin incidencias. 
 
El 8 de enero siguiente se realiza una única toma de tensión arterial, 

con hipotensión ligera (105/58), realizándose un control analítico en el que 
se observaron niveles de hemoglobina de 10,6 g/dl y de hematocrito de 
32,2 %. 

 
Los días 9, 10 y 11 de enero de 2021 el paciente presenta hipotensión 

franca (día 9: tensión arterial entre 89/56 y 63/40; día 10: tensión arterial 
entre 93/61 y 60/36; día 11: tensión arterial entre 101/63 y 76/52). En la 
historia clínica se describe como asintomática en todo momento, siendo 
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tratado con sueroterapia, pero sin observar mejoría de las cifras tensionales. 
No se realizaron nuevos controles analíticos, ni consta que se realizara 
ninguna prueba o interconsulta con otros servicios. 

 
El día 12 de enero de 2021 enfermería avisa por hipotensión (101/64), 

frecuencia cardiaca de 127, desaturación (bajada de oxígeno en sangre: 
saturación de 85%), y obnubilación (disminución del nivel de conciencia) del 
paciente. Ante ese cuadro, se extrae analítica completa con gases arteriales 
y se consulta a los Servicios de Endocrinología y de Medicina Interna. 

 
Dos horas después, sin llegar a haber sido valorado por Medicina 

Interna, el paciente presentó un vómito hemático abundante, con posterior 
parada cardiorrespiratoria, por lo que se avisó a UCI, iniciándose maniobras 
de reanimación que resultaron infructuosas, produciéndose el fallecimiento.  

 
El informe anatomopatológico, emitido el 14 de enero de 2021, señala 

como diagnósticos de causa inmediata de la muerte: Hemorragia digestiva 
alta de aproximadamente 2.500 cc, con aspiración broncopulmonar y shock 
hipovolémico. 
 

Segundo.- El 28 de julio de 2021 Dña. yyy1 y Dña. yyy2 y Dña. yyy3 
presentan reclamación de responsabilidad patrimonial frente a la 
Administración autonómica, por la deficiente asistencia prestada en el 
Hospital hhh1 de xxx1 a D. yyy4, esposo y padre de las reclamantes, en el 
postoperatorio inmediato de la cirugía que le fue practicada.  

 
Consideran que “entre el 9 y el 12 de enero de 2021 no se agotaron 

las posibilidades diagnósticas y terapéuticas que hubieran tratado de evitar el 
fallecimiento” del paciente. Afirman que no se realizaron pruebas 
diagnósticas ni consultas con otras especialidades para descartar sangrados 
o patología cardiológica que justificaran las hipotensiones mantenidas del 
paciente, que como queda señalado falleció finalmente por una hemorragia 
digestiva alta muy abundante con aspiración broncopulmonar y shock 
hipovolémico.  

 
Manifiestan que “Existió, por tanto, un déficit asistencial, que conllevó 

la pérdida de oportunidad terapéutica. Los servicios sanitarios no pusieron 
los medios para evitar el fatal desenlace, infravalorando el estado del 
paciente con infracción de la ‘lex artis’, derivándose en definitiva el 
fallecimiento del paciente.” 
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Acompañan a la reclamación historia clínica completa, libro de familia, 
escritura de liquidación de gananciales, manifestación y adjudicación de 
herencia, así como informe anatomopatológico. 

 
Y fijan la cuantía indemnizatoria en 66.000 euros, por los siguientes 

conceptos: 46.000 euros para la cónyuge viuda, y 10.000 euros para cada 
una de las hijas. Solicitan el incremento correspondiente a los intereses 
legales. 
 

Tercero.- Al expediente se incorporan, además de la historia clínica 
completa del paciente, los siguientes informes: 

 
- Informe de 20 de septiembre de 2021 de especialista del 

Servicio de Cirugía Ortopédica y Traumatología del Hospital hhh1 de xxx1, 
que señala que “El curso postoperatorio para un paciente de este tipo fue 
realizado siguiendo la lex artis”, detallando a continuación las actuaciones 
realizadas entre los días 8 y 12 de enero de 2021.  

 
- Informe de 8 de noviembre de 2021 de la Inspección Médica, 

que incorpora las analíticas del paciente de 6 y 8 de enero de 2021 y el 
evolutivo de enfermería del ingreso del 6 al 12 de enero de 2021. Concluye 
que “procede estimar este expediente de responsabilidad patrimonial, al no 
haberse puesto los medios suficientes para conocer las causas de la 
hipotensión en el paciente postquirúrgico”.  

 
- Dictamen médico pericial de 15 de marzo de 2022 emitido, a 

instancia de la compañía aseguradora de la Administración, colegiadamente 
por una especialista en Medicina Familiar y Comunitaria del Servicio de 
Urgencias del Hospital hhh2 de xxx2 y perteneciente al Grupo de Hemorragia 
Digestiva de la Sociedad Española de Medicina de Urgencias y Emergencias 
(SEMES), y por un especialista en Medicina Interna facultativo de Área en el 
Hospital de xxx3 y miembro de la SEMES. Concluye que “La atención 
prestada a la paciente (sic) fue incorrecta y no se ajustó a la lex artis ad 
hoc”.  

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia, el 1 de abril de 2022 

comparece letrado en representación de las reclamantes, con poder otorgado 
al efecto. El 18 de abril siguiente se presentan alegaciones, reiterándose las 
pretensiones iniciales. 
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Quinto.- El 31 de agosto de 2022 se formula propuesta de orden 
estimatoria de la reclamación, en la que se reconoce a los interesados una 
indemnización de 66.000 euros. 

 
Sexto.- El 7 de septiembre de 2022 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Sanidad informa favorablemente dicha propuesta. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en el 

título IV, “De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común”, 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades 
que se recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial. 

 
3ª.- Concurren en las reclamantes los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC. La competencia para resolver la presente 
reclamación corresponde al Consejero de Sanidad, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los 

particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 
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indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y 
derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la 
concurrencia de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable 
económicamente e individualizado en relación con una persona o grupo de 
personas; b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo 
sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; 
c) imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la 
integración del agente en el marco de la organización administrativa a la que 
pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se 
produce el daño; d)  relación de causalidad entre la actividad administrativa 
y el resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de 
fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de 
que transcurra un año desde el momento en que se produjo el hecho 
causante. 

 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que pueda producirse.  

 
En el ámbito de la responsabilidad sanitaria, el parámetro que permite 

apreciar el grado de corrección de la actuación sanitaria a la que se imputa el 
daño viene determinado por el criterio de la lex artis. La teoría de la lex artis 
ad hoc en la actuación médica parte de considerar que la obligación del 
médico o de los servicios sanitarios es una obligación de medios, en tanto 
que no es posible asegurar la salud en términos absolutos. De ahí que la 
Administración sanitaria y sus agentes estén obligados a poner a disposición 
del usuario todos los medios disponibles que hagan posible la protección de 
la salud, protección que no siempre alcanza un diagnóstico cierto rápido, una 
curación sin secuelas o una atención sanitaria en un determinado tiempo y 
sin espera. El paciente tiene derecho a que se le dispense una atención 
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adecuada, según la lex artis ad hoc, y no a obtener un resultado curativo 
determinado, toda vez que la medicina no es una ciencia exacta; la lex artis 
ad hoc abarca no sólo intervenciones quirúrgicas, sino también tratamientos 
no quirúrgicos y de diagnóstico. 

 
Por tanto, según el criterio de la lex artis ad hoc, sólo existirá 

responsabilidad cuando se infrinjan los parámetros que constituyen dicho 
criterio, que están, pues, en relación con el elemento de la antijuridicidad, de 
modo que existe obligación de soportar el daño -por no ser este antijurídico- 
cuando la conducta del médico que ha tratado al paciente ha sido adecuada 
a la lex artis, mientras que, en caso contrario, cuando la actuación del 
médico ha sido contraria a la lex artis, la obligación de reparar recae sobre la 
Administración. 

 
La dificultad de prueba del nexo causal en procedimientos de 

responsabilidad patrimonial en los que hay multiplicidad de causas y 
causantes de los daños, se acrecienta cuando se trata de lo que la doctrina 
denomina “daños pasivos”, o daños que no son consecuencia de una acción 
directa del facultativo, sino que son debidos a errores de diagnóstico u 
omisiones de la Administración sanitaria o del tratamiento, que privan al 
paciente de cuidados médicos necesarios en el tiempo adecuado. 

 
Finalmente debe mencionarse la reiterada jurisprudencia (recogida, 

entre otras, por la Sentencia de 21 de mayo de 2018, de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León, que alude a las Sentencias del Tribunal Supremo de 15 de enero y 1 
de febrero de 2008, y otras anteriores como las de 7 y 20 de marzo, 12 de 
julio y 10 de octubre de 2007), según la cual “a la Administración no es 
exigible nada más que la aplicación de las técnicas sanitarias en función del 
conocimiento de la práctica médica, sin que pueda sostenerse una 
responsabilidad basada en simple producción del daño, puesto que en 
definitiva lo que se sanciona en materia de responsabilidad sanitaria es una 
indebida aplicación de medios para la obtención del resultado, que en ningún 
caso puede exigirse que sea absolutamente beneficiosa para el paciente”. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, hay que valorar si la asistencia 

prestada a D. yyy4 en el Hospital hhh1 de xxx1 resultó ajustada a las 
exigencias de la lex artis en tiempos y modos de actuación. 

 
A este respecto, los informes elaborados tanto por la Inspección 

Médica como por los especialistas médicos de la aseguradora de la 
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Administración coinciden en destacar que el paciente presentó unas cifras de 
tensión arterial bajas y mantenidas desde el día siguiente a la intervención, 8 
de enero de 2021, y que la analítica realizada ese día ya mostraba descenso 
de los valores de hemoglobina y hematocrito respecto a la anterior analítica, 
que se realizó al ingreso hospitalario el 6 de enero de 2021.  

 
En particular, el informe de la Inspección Médica manifiesta que “Al 

día siguiente, 09.01.21, con cifras tensionales bajas en todas las mediciones 
en los turnos de mañana, tarde y noche, se instaura tratamiento de 
perfusión de suero salino; y durante los días posteriores 10 y 11 de enero, a 
pesar de que las cifras tensionales seguían estando en los límites bajos, no 
se realiza ninguna prueba o interconsulta para conocer el motivo de las 
mismas ni tampoco para saber si las cifras hematológicas (hemoglobina y 
hematocrito) habían experimentado variación”.  

 
El referido informe sigue señalando que: “Se aprecia que no se ha 

prestado suficiente atención al seguimiento de las cifras tensionales y las 
determinaciones hematológicas del paciente, guiándose exclusivamente por 
el estado aparentemente asintomático del enfermo. El día 08.01.21 sólo se 
realizó el registro de una única toma de tensión arterial y el día 09.01.21, 
con cifras tensionales bajas durante todo el día, no se solicitó una 
determinación analítica para tratar de conocer la variación de los niveles de 
hemoglobina y hematocrito, que ya habían descendido después de la 
intervención. De haber hecho esto, al menos se habrían puesto los medios 
para tratar de conocer las causas de la tendencia a la hipotensión en el 
enfermo.”  

 
Por tales razones, dicho informe concluye que: “Esta médico inspector 

considera que procede estimar este expediente de responsabilidad 
patrimonial, al no haberse puesto los medios suficientes para conocer las 
causas de la hipotensión en el paciente postquirúrgico” 

 
En el mismo sentido se pronuncia el dictamen médico pericial de la 

aseguradora de la Administración, que señala que: “El manejo inicial con 
sueroterapia estuvo bien realizado, pero no debería haberse quedado ahí. No 
se realizaron pruebas complementarias ni se pidió interconsulta a otras 
especialidades médicas. No se valoró la gravedad del cuadro no teniéndose 
en cuenta las tensiones arteriales del paciente y por tanto no se pusieron los 
medios para tratar de conocer las causas del shock y tratarlo de la forma 
más adecuada posible.” 
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El citado dictamen pericial recoge las siguientes conclusiones: 
 

“1. El paciente ingresó para una intervención quirúrgica en un 
principio poco invasiva. 

 
»2. El postoperatorio inmediato transcurrió sin incidencias. 
 
»3. Desde el día 8 al día 12 mantuvo tensiones arteriales bajas 

que clínicamente se traducen en inestabilidad hemodinámica y gravedad del 
cuadro.  

 
»4. El paciente estuvo asintomático en todo momento salvo el 

día 12, aunque bien es verdad que el paciente estaba en decúbito supino 
(tumbado) todo el tiempo. 

 
»5. No se realizaron pruebas complementarias para indagar 

sobre el estado del paciente ni se consultó con otros servicios médicos.    
 
»6. Se inició tratamiento con sueros que es el tratamiento 

correcto inicial para tratar la inestabilidad hemodinámica pero en este caso 
no fue suficiente. 

 
»7. La atención prestada a la paciente fue incorrecta y no se 

ajustó a la lex artis ad hoc”. 
  

Como se ha indicado en la consideración jurídica 4ª de este Dictamen, 
la Administración sanitaria y sus agentes están obligados a poner a 
disposición del usuario todos los medios disponibles que hagan posible la 
protección de la salud, es decir, al profesional sanitario le compete una 
obligación de medios y no de resultados. Esto no implica necesariamente, sin 
embargo, que de haberse dispensado la prestación adecuada se hubiera 
garantizado la supervivencia del paciente. Pero en el caso de haberse puesto 
los medios necesarios, no podría establecerse una relación de causalidad 
entre la asistencia y el fallecimiento, y en consecuencia no cabría imputar la 
responsabilidad a la Administración. 

 
Los informes incorporados al expediente concluyen de forma taxativa 

que se ha producido una infracción de la obligación de medios y una 
inadecuación de la actuación a la lex artis ad hoc, constitutiva de nexo causal 
eficiente entre la asistencia sanitaria dispensada y el perjuicio antijuridico 
reclamado. La propuesta de orden acoge dichas consideraciones, y este 



 

 10

Consejo comparte el mismo criterio, por lo que la reclamación debe 
estimarse. 

 
6ª.- En cuanto al importe de la indemnización, el Consejo comparte el 

criterio seguido por la propuesta de orden estimatoria de la Consejería de 
Sanidad, que señala: “Atendiendo los razonamientos anteriormente 
expuestos, y por considerar que se encuentra en los parámetros del baremo 
establecido en la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema 
para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación, utilizado con carácter orientativo y no vinculante 
por la Jurisprudencia, se asume la indemnización de 66.000 euros solicitada 
a tanto alzado por la parte reclamante, que la distribuye en 46.000 euros 
para la esposa del fallecido, Dña. yyy1, y 10.000 euros para cada una de las 
dos hijas, Dña. yyy2 y Dña. yyy3.  

 
»Tratándose de una cantidad establecida a tanto alzado, la 

indemnización se considera actualizada a la fecha de la resolución, por lo que 
siguiendo el criterio de anteriores resoluciones de esta Administración no 
procede la aplicación de la cláusula de actualización a la fecha de la 
resolución que ponga fin al procedimiento de responsabilidad, dispuesta en 
el artículo 34.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del 
Sector Público”. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1, y Dña. yyy2 y Dña. yyy3, por los daños y 
perjuicios ocasionados por el fallecimiento de D. yyy4, esposo y padre de las 
anteriores, debido a la inadecuada asistencia sanitaria prestada en el 
Hospital hhh1 de xxx1, y en consecuencia, indemnizarlas con 66.000 euros. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


